[image: image1.png]



ALCALDÍA MAYOR

[image: image2.jpg]


DE BOGOTÁ D.C.

Instituto  

DESARROLLO URBANO


DTL-6000 - 49179

FECHA:
22 DE OCTUBRE DE 2007
PARA:
DIRECTORES TÉCNICOS 



SUBDIRECTORES TÉCNICOS



JEFES DE OFICINA



SERVIDORES PÚBLICOS DEL IDU

CONTRATISTAS DE APOYO A LA GESTIÓN
DE:

DIRECCIÓN TÉCNICA LEGAL

ASUNTO:
DEL SILENCIO ADMINISTRATIVO POSITIVO
En mi condición de Director Técnico Legal del Instituto de Desarrollo Urbano – IDU, y en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 17 de la Resolución 013 de 2005 y por el artículo 2º de la Resolución 5449 de 2006, modificatoria de la Resolución 1705 del 19 de abril de 2006, me permito proveer la presente instrucción jurídica sobre el asunto de la referencia, en los siguientes términos: 

Dentro de las múltiples obligaciones de la Administración,   se encuentra la de dar una respuesta oportuna, dentro del término estipulado en la ley según se el caso, a las consultas, peticiones, reclamaciones, recursos, etc.,  elevadas o presentados a esta, con el fin de definir y/o  mantener la seguridad jurídica del peticionario o recurrente.  Ante el incumplimiento por parte de  la Administración de esta obligación, y como medio de velar por el derecho de los interesados a obtener dicha resolución, la ley ha consagrado casos en los cuales, generalmente por el mero transcurso del tiempo, se presume una manifestación de la voluntad, figura conocida como el “silencio administrativo”.
La Doctrina igualmente ha definido esta figura como "una presunción o ficción legal por virtud de la cual, transcurrido cierto plazo sin resolver la Administración, y producidas además determinadas circunstancias, se entenderá (o podrá entenderse) denegada u otorgada la petición o el recurso formulado por los particulares u otras administraciones".  

Dentro de nuestra normatividad, el Código Contencioso Administrativo, en su Titulo I, Capitulo IX, consagra el silencio negativo y el silencio positivo, indicando los eventos en el cada uno de estos procede, siendo nuestro tema de interés el segundo de estos. 
Silencio Administrativo Positivo

Específicamente dispone el artículo 41 del Código Contencioso Administrativo,  lo siguiente:
“Art. 41.- Silencio positivo. Solamente en los casos expresamente previstos en disposiciones especiales, el silencio de la administración equivale a decisión positiva.

Se entiende que los términos para decidir comienzan a contarse a partir del día en que se inició la actuación.

El acto positivo presunto podrá ser objeto de revocatoria directa en las condiciones que señalan los artículos 71, 73 y 74.”.
Esta norma no define el silencio administrativo positivo, mas en su inciso final lo califica como "acto positivo presunto". No obstante, la doctrina nacional ha establecido que el silencio de la administración equivale a decisión positiva solamente en los casos expresamente previstos en disposiciones especiales. 

De lo anterior se colige que al operar el silencio administrativo positivo, en los casos estipulados en la ley, se origina un acto presunto, con el cual la Administración Pública accede a lo solicitado por el interesado al no haber resuelto o contestado de forma expresa en el plazo establecido.

En este sentido el Consejo de Estado ha indicado que: 

“El silencio administrativo negativo se concibe como aquel en virtud del cual, si transcurrido el plazo de que dispone la administración para pronunciarse no ha notificado decisión alguna, la ley le da efecto desestimatorio a la petición o al recurso. La finalidad del silencio administrativo positivo en cambio, tiene efectos estimatorios, es decir, se consideran resueltas favorablemente al administrado sus peticiones, si transcurrido el tiempo hubo silencio sobre las mismas. La doctrina moderna del derecho administrativo ha reiterado que el silencio administrativo positivo no es una decisión, sino que la ley le da los efectos de ésta, con el fin de evitar que los derechos de los administrados sean objeto de burla, o para prevenir arbitrariedades de la administración que omite decidir una petición.”.
(Negrilla fuera de texto).
En fallo del 6 de marzo de 1998 esta Corporación igualmente señaló frente al silencio administrativo positivo:

“Producido el silencio positivo surge un acto administrativo presunto, en tanto que el silencio negativo no da origen a un acto y sólo está concebido como un mecanismo con efectos procesales que permite continuar con el agotamiento de la vía gubernativa.

(...) 

Como el silencio positivo produce un verdadero acto administrativo en el cual se reconocen derechos, una vez producido la administración no puede dictar un acto posterior contrario…”.
(Negrilla fuera de texto).
En lo trascrito encontramos este particular efecto del silencio positivo, la existencia del acto presunto, que origina consecuencias para la Administración, al surgir la obligación legal de someterse a una acto no emitido expresamente por ella, que directamente afectará su normal funcionamiento, pues en este no se ve plasmada su voluntad en el sentido deseado, al operar la presunción de una voluntad tácita.
Por lo anterior, los servidores públicos y contratistas de apoyo de la gestión del IDU deberán velar por la pronta y efectiva respuesta a las solicitudes presentadas al Instituto y asignadas a su cargo, para ello  ejercerán  el  control y seguimiento de las mismas, que deberán ser proyectadas y notificadas oportunamente,  con el fin que no se configuren actos presuntos perjudiciales para la Entidad, so pena, de las acciones pecuniarias a que haya lugar. 

Contra el servidor público, de conformidad con lo dispuesto en el código Disciplinario Único en sus artículos 34 y 35, que no suministre pronta respuesta o definición de la solicitud elevada por el ciudadano, se correrá traslado  a las instancias disciplinarias correspondientes para que adelanten las acciones del caso.

Igualmente los contratistas de apoyo a la gestión que incurran en la misma situación, serán sujetos de multa, sanción pecuniaria o caducidad del contrato por incumplimiento directo de una función derivada de sus obligaciones, aunado a las acciones penales a que diera lugar por su conducta.
Acción penal que igualmente deberá iniciarse contra el servidor público de conformidad con lo expuesto.
Cordialmente,
INOCENCIO MELÉNDEZ JULIO
Director Técnico Legal
Proyectó: Ángela María Cuéllar  Durán.  Abogada Dirección Técnica Legal.
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